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DERECHO A LA EDUCACIÓN / INSCRIPCIÓN EN EL PROGRAMA SER PILO PAGA BENEFICIARIO DEL SISBÉN. “[N]o se encuentra en discusión la doble calidad de sujeto de especial protección de la tutelante, dado que en la actualidad cuenta con 16 años y se encuentra registrada como víctima de desplazamiento forzado en el Registro Único de Víctimas (RUV). Frente a ésta última condición, es decir como integrante de la población desplazada, el Ministerio de Educación Nacional, al momento de dar respuesta al líbelo inicial precisó que el Gobierno Nacional ha diseñado estrategias para garantizar beneficios educativos a éste especial grupo humano, creando el “Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior par la Población Victima del Conflicto Armado en Colombia”, el cual otorga créditos 100% condonables y al cual puede acceder la tutelante una vez se de apertura a una nueva convocatoria. (…) Lo que en realidad sucede en este caso es que a pesar de que la parte actora manifiesta en el hecho 7º de la demanda que el Municipio de Pereira, se negó a  realizar la encuesta que se requiere para otorgar la calificación y el carné del Sisben, ella si se encuentra inscrita en el sistema, pues al consultar el puntaje de la menor Vanessa Hernández Román, en la página web de dicho sistema, su estado se refleja “VALIDADO” y con un puntaje 30.46, con fecha de corte, en la Base Certificada Nacional, 24 de noviembre de 2016. Como puede observarse, el requisito del que afirma la accionante carece, se encontraba a su disposición desde el 24 de noviembre de 2016; ahora, es claro que es la fecha de corte de la modificación del SISBEN la que no resulta compatible con la exigida en la convocatoria -22 de septiembre de 2016-, pero ello no puede ser óbice para que la accionante lleva a cabo su inscripción en el programa, porque según documento visible a folio 5 del expediente se observa que la encuesta realizada al hogar de la menor Hernández Román se realizó el 18 de junio de 2014 y la fecha de digitación de la misma fue el 16 de julio de 2014, lo que significa que no existe razón para que para en la fecha de corte exigida por el ICFEX, existiese registro en el SISBEN de la accionante.  Ahora, el que la fecha de actualización sea posterior al 22 de septiembre de 2016, no tiene por qué afectar su inscripción en el programa, toda vez que acredita todos los requisitos exigidos en la convocatoria. (…) En ese sentido, es evidente la vulneración del derecho a la educación de la menor Vanessa Hernández Román, en el entendido en que a pesar de contar con los requisitos, no logró acceder a la inscripción en la página web del ICETEX, debido al cargue tardío de la actualización de su registro en el Sisben.”.


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciocho de enero de dos mil diecisiete
Acta N° 0         de 18 de enero de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela formulada VANESSA HERNÁNDEZ ROMÁN agenciada por la señora Nathalia Hernández Román contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y el ICETEX.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Precisa Vanessa Hernández Román a través su agente oficiosa, que en el año 2008, junto con su grupo familiar fue desplazada por la violencia, fijando su nueva residencia en Pereira, donde realizaron la inscripción en el Registro Único de Víctimas; que realizó sus estudios secundarios en la Institución Educativa Lestonnac, obteniendo el título de bachiller en el año 2016 y un puntaje en las pruebas saber 11 de 355 puntos, lo que sumado al hecho de haber sido admitida en la programa de Diseño Gráfico de la Universidad de los Andes, la llevó a aspirar a una de las becas brindadas dentro del programa del Gobierno Nacional  “Ser Pilo Paga 3”.

Precisa que uno de los requisitos exigidos para acceder al beneficio pretendido, consiste en encontrarse registrada en el SISBEN en la base censal con corte al 22 de septiembre de 2016 y cumplir con los puntos de corte, según su lugar de procedencia, presupuesto que no le fue posible acreditar toda vez que el registro como desplazada le impide ser encuestada para efectos de ser calificada e ingresar al SISBEN.

Precisa que a través de una video conferencia, el Ministerio de Educación, por medio de su delegado preciso que no es posible acceder a las becas estudiantiles sin el lleno de los requisitos, situación que considera vulneratoria de sus derechos fundamentales dado que es una situación ajena a su voluntad la que impide cumplir con la inscripción en el SISBEN y que no existen programas ni incentivos de esa naturaleza para la población desplazada.

Es por todo lo anterior que pretende con la presente acción, que se le permita inscribirse en el programa de “Ser Pilo Paga” y la asignación de la beca para realizar estudios superiores en la Universidad de los Andes.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se corrió traslado por el término de dos (2) días a las entidades accionadas, haciendo uso del mismo el Ministerio de Educación Nacional, para hacer notar la improcedencia de la tutela para obtener el cambio de los requisitos para acceder a una beca dentro del programa “Ser Pilo Paga”, a favor de una persona en particular, pues se estaría invadiendo la competencia gubernamental, encargada de regular las políticas públicas que han sido objeto de estudio de tipo socio económico, administrativo, técnico y financiero.

Precisa también que esa Cartera Ministerial constituyó el “Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior para la Población Victima del Conflicto Armado en Colombia”, el cual se encarga de financiar a través de créditos educativos condonables, que cubren el 100% de la matricula hasta por 11 salarios mínimos para programas de nivel universitario, entre otros, así como para recursos para sostenimiento
Sostiene que han sido realizadas seis convocatorias desde el año 2013, para acceder a los citados beneficios, siendo la última de éstas a realizada entre el 31 de mayo y el 6 de junio de 2016, por lo que, debe la parte accionante estar atenta a la nueva convocatoria.
Indica que de modo alguno ha vulnerado los derechos fundamentales de la joven Vanessa Andrea Hernández Román, toda vez que lo que busca el programa “Ser Pilo Paga”, es otorgar créditos condonables a los estudiantes con mejores resultados en la pruebas SABER 11, dentro de la población con menores recursos económicos, de allí que se haya establecido como requisito el puntaje del Sistema de Identificación y Clasificación de Potenciales Beneficiarios para Programas Sociales. –Sisben-.
El ICETEX guardó silencio.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿La exigencia del registro en el SISBEN dentro de la convocatoria para el programa “SER PILO PAGA” vulnera los derechos fundamentales de la tutelante?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO A LA EDUCACIÓN
Dentro del marco constitucional, el artículo 67 consagra el derecho fundamental a la educación, siendo desde siempre, considerado por la Corte Constitución como una garantía principal de todos los habitantes del territorio, indistintamente de su edad, pues es un “derecho inherente y esencial al ser humano, el cual le dignifica, y constituye el medio a través del cual se garantiza el acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores de la cultura” y se constituye en un “presupuesto básico para el ejercicio de otros derechos fundamentales”. –T-1044-10. 

2.  DEL PROGRAMA SER PILO PAGA.
Con el fin de incentivar a los estudiantes de bachillerato de escasos recursos, el Gobierno Nacional creo el programa “Ser pilo paga”, el cual se encuentra en su III versión y tiene como finalidad otorgar créditos educativos condonables para realizar estudios superiores.
Los requisitos exigidos en esta oportunidad, se aprecian en la página web del Ministerio de Educación, siendo éstos:
“1.   Ser colombiano

2. Tener un puntaje igual o superior 342 en las pruebas SABER 11 presentadas el 31 de julio de 2016.

3. Cursar y aprobar el grado 11 en el año 2016.
4. Estar registrado en la base del SISBEN con corte al 22 de septiembre de 2016 bajo los puntajes establecidos en la convocatoria, o en el caso de ser indígenas deben estar registrados dentro de la base censal del Ministerio del Interior al 30 de septiembre de 2016.
5. Ser admitido un programa académico, en modalidad presencial, ofertado en una Institución de Educación Superior con acreditación en alta calidad (o en proceso de renovación de dicha acreditación), en sede o seccional cubierta por la resolución de acreditación.”
3. CASO CONCRETO
En el presente asunto, si bien en el libelo inicial la menor Vanessa Hernández Román, quien se encuentra agenciada por la señora Nathalia Andrea Hernández Román, no determina con precisión el derecho o derechos fundamentales trasgredidos, es evidente que, de acuerdo al relato fáctico, la garantía fundamental amenazada es la educación. 
Determinado lo anterior, es del caso poner de presente que no se encuentra en discusión la doble calidad de sujeto de especial protección de la tutelante, dado que en la actualidad cuenta con 16 años y se encuentra registrada como víctima de desplazamiento forzado en el Registro Único de Víctimas (RUV).
Frente a ésta última condición, es decir como integrante de la población desplazada, el Ministerio de Educación Nacional, al momento de dar respuesta al líbelo inicial precisó que el Gobierno Nacional ha diseñado estrategias para garantizar beneficios educativos a éste especial grupo humano, creando el “Fondo de Reparación para el Acceso, Permanencia y Graduación en Educación Superior par la Población Victima del Conflicto Armado en Colombia”, el cual otorga créditos 100% condonables y al cual puede acceder la tutelante una vez se de apertura a una nueva convocatoria.
Ciertamente, la joven Vanessa Hernández Román bien puede acceder a este tipo de beneficios, pero el hecho de que existan programas y servicios especiales para la población en condición de desplazamiento, no significa que no puedan también participar en las convocatorias públicas en las que tal criterio no opera a su favor en el proceso de selección.
Ahora, tampoco puede ser la condición de desplazado un factor de exclusión para acceder al registro en el Sistema de Identificación y Clasificación de Potenciales Beneficiarios para Programas Sociales –Sisben- y obtener los beneficios que esa clasificación ofrece a la población más pobre y vulnerable del país. Lo que en realidad sucede en este caso es que a pesar de que la parte actora manifiesta en el hecho 7º de la demanda que el Municipio de Pereira, se negó a  realizar la encuesta que se requiere para otorgar la calificación y el carné del Sisben, ella si se encuentra inscrita en el sistema, pues al consultar el puntaje de la menor Vanessa Hernández Román, en la página web de dicho sistema, su estado se refleja “VALIDADO” y con un puntaje 30.46, con fecha de corte, en la Base Certificada Nacional, 24 de noviembre de 2016.

Como puede observarse, el requisito del que afirma la accionante carece, se encontraba a su disposición desde el 24 de noviembre de 2016; ahora, es claro que es la fecha de corte de la modificación del SISBEN la que no resulta compatible con la exigida en la convocatoria -22 de septiembre de 2016-, pero ello no puede ser óbice para que la accionante lleva a cabo su inscripción en el programa, porque según documento visible a folio 5 del expediente se observa que la encuesta realizada al hogar de la menor Hernández Román se realizó el 18 de junio de 2014 y la fecha de digitación de la misma fue el 16 de julio de 2014, lo que significa que no existe razón para que para en la fecha de corte exigida por el ICFEX, existiese registro en el SISBEN de la accionante.  Ahora, el que la fecha de actualización sea posterior al 22 de septiembre de 2016, no tiene por qué afectar su inscripción en el programa, toda vez que acredita todos los requisitos exigidos en la convocatoria.

En sentencia que sobre un caso similar al que ocupa la atención de la Sala, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral, precisó:

“ Ahora, si bien es cierto la certificación de cambio de puntaje del Sisben, aparece con fecha de 3 de noviembre de 2015, es decir, posterior al límite temporal establecido por el Icetex dentro de los requisitos para optar por la beca estudiantil -19 de junio de 2015-, también lo es que esto se produjo porque no se había actualizado dicha calificación para el año 2015, yerro que propició que automáticamente no fuera tenido en cuenta por el sistema de la página web del Icetex para acceder a la beca de estudios superiores.   
A juicio de esta Colegiatura, tal omisión no puede ser atribuida al agenciado, quien de manera diligente una vez publicado los resultados de su prueba saber 11, realizó las gestiones necesarias para lograr la actualización de la calificación del Sisbén del año 2015 y recaudar la documentación exigida a fin de ser potencial beneficiario del programa «Ser pilo paga 2»”
. 
En ese sentido, es evidente la vulneración del derecho a la educación de la menor Vanessa Hernández Román, en el entendido en que a pesar de contar con los requisitos, no logró acceder a la inscripción en la página web del ICETEX, debido al cargue tardío de la actualización de su registro en el Sisben.

En consecuencia con lo anterior, se tutelará dicha garantía y se ordenará al ICETEX a través del doctor Andrés Eduardo Vásquez Plaza presidente de la entidad, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la presente providencia, proceda a crear la solicitud de la accionante en el Programa «Ser Pilo Paga 3» a efectos de que pueda continuar el proceso de selección, el cual según se observa en el calendario publicado en la página web del Ministerio de Educación Nacional, se encuentra superada la etapa de preselección de beneficiarios.
Para efectos de lo anterior, deberá coordinar lo necesario con Vanesa Hernández Román.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la educación de la cual es titular la menor VANESSA HERNÁNDEZ ROMÁN.

SEGUNDO: ORDENAR al INSTITUTO COLOMBIANO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR – ICETEX, a través del doctor Andrés Eduardo Vásquez Plaza presidente de la entidad, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de la presente providencia, proceda a crear la solicitud de la accionante en el Programa «Ser Pilo Paga 3» a efectos de que pueda continuar el proceso de selección.

Para efectos de lo anterior, deberá coordinar lo necesario con Vanesa Hernández Román.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
CUARTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA
                                                                   En uso de permiso
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� STL9771-2016
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